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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE JUSTICIA

12287 Resolución de 29 de octubre de 2013, de la Dirección General de los Registros 

y del Notariado, en el recurso interpuesto contra la negativa del registrador de 

la propiedad de Madrid n.º 20 a inscribir una escritura de ampliación y 

modificación de préstamo hipotecario.

En el recurso interpuesto por doña María Paz Sánchez Sánchez, notaria de Madrid, 

contra la negativa del registrador de la Propiedad de Madrid número 20, don Alfonso 

Ventoso Escribano, a inscribir una escritura de ampliación y modificación de préstamo 

hipotecario.

Hechos

I

Mediante escritura autorizada por la notaria de Madrid, doña María Paz Sánchez 

Sánchez, el día 24 de mayo de 2013, los propietarios de la finca registral número 13.019 

del Registro de la Propiedad de Madrid número 20 junto con la entidad «Bankia, S.A.» 

formalizan una ampliación y modificación de préstamo hipotecario.

II

Presentada la escritura en el citado Registro de la Propiedad de Madrid número 20 el 

día 24 de mayo de 2013, causando el asiento de presentación número 652 del Diario 60, 

fue objeto de la siguiente nota de calificación: «Calificado el presente documento, 

escritura otorgada el veinticuatro de mayo de dos mil trece, ante el Notario de Madrid, 

Doña María Paz Sánchez Sánchez, número 746/2013 de protocolo, presentada en el 

asiento 652 del Diario 60, se suspende la inscripción del mismo con base a los siguientes 

hechos y fundamentos: Hechos. I.–Con fecha veinticuatro de mayo de dos mil trece, se 

presenta por vía telemática el indicado documento que motivó el asiento 652 del Diario 

60, y el número de entrada 1300/2013, aportándose copia en soporte papel el día 18 de 

junio de 2013. II.–Se observa el siguiente defecto: falta certificado de tasación de la finca. 

Fundamentos de Derecho Primero.–La escritura es autorizada el 24 de mayo de 2013; 

por tanto, bajo la vigencia 1/2013, de 14 de mayo. Segundo.–Dicha Ley se aplica a las 

escrituras en las que se otorguen préstamos hipotecarios. Tercero.–En el supuesto se 

trata de una ampliación y modificación de un préstamo garantizado con la vivienda 

habitual. Aunque no se trata propiamente de la concesión de un nuevo préstamo sí que la 

modificación subjetiva del deudor tiene relevante entidad y la lógica interpretación inclina 

a la tesis de que deba cumplirse las exigencias de la nueva normativa en la medida que 

se modifiquen o reproduzcan, si supone una puesta al día, cláusulas del anterior 

clausulado. Si ello es así en términos generales, aun tiene más incidencia en caso de 

ampliación en cuyo caso, como ha declarado en reiteradas ocasiones la Dirección 

General de los Registros y del Notariado (DGRN), cabe descomponer la hipoteca 

ampliada en dos fracciones, una la preexistente y otra la resultante de la ampliación (por 

todas Res. 12 de mayo de 2011); tal fraccionamiento se contempla en general para 

determinar su rango frente a terceros, que siempre pueden existir aunque no consten en 

el Registro, por razón de cargas preferentes no inscritas (por ej. fiscales o de propiedad 

horizontal), pero tal fraccionamiento puede tener la mayor amplitud de eficacia como 

puede ser el caso presente de cambio normativo. Cuarto.–Como es lógico los cambios 

normativos producen una alteración de la legalidad que en general provoca una 

adaptación de la vigente no siempre fácil; aun menos fácil se produce normalmente en c
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aquellas relaciones de tracto sucesivo, de mayor o mediana duración, como puede ocurrir 

en una relación arrendaticia, una societaria o la que nos ocupa, en especial cuando se 

quiere introducir una nueva estipulación sobre la existente. Ejemplos los ha habido en 

esos ejemplos de relaciones. Por citar algún caso concreto cabe traer a colación la 

resolución DGRN de 18 de febrero de 1991 que ante una nueva redacción estatutaria 

reiterando el objeto social antiguo la DG señala que la reproducción literal implica «una 

ratificación de su contenido con referencia al nuevo marco legislativo» y que la presunción 

de validez de una calificación de un artículo estatutario que no experimenta modificación 

solo puede operar «con referencia a la legislación vigente en el momento de practicarse 

la respectiva calificación». Tesis que es reiterada en varias resoluciones, salvando el caso 

de un texto refundido (cfr. Res. de 6 de junio de 2002), que no es el caso del título objeto 

de calificación. Por ello, en especial en este tipo de relaciones de cierta duración, son de 

relevante interés las normas transitorias. Probablemente estas normas sean insuficientes 

en la Ley 1/2013 pues solo contemplan determinados aspectos, probablemente los que 

más preocupaban al legislador: procesales de ejecución (incluso abriendo un nuevo 

plazo, DT4.ª), limitación de intereses de demora, sociedades de tasación, Código de 

Buenas Prácticas, límite de emisión de cédulas hipotecarias (DT 9.ª) y exenciones a 

Viviendas de Protección Oficial. Realmente, en general, más que una transitoriedad la 

nueva Ley supone su aplicación inmediata (con la excepción de la DT 9.ª) a préstamos 

hipotecarios ya constituidos; ello da idea de la preocupación del legislador de su inmediata 

aplicación quizá por la razón de que la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión 

Europea de 14 de marzo de 2013 es de aplicación inmediata. En efecto, aunque no se 

trata de una sentencia de un Tribunal español que podría hacer pensar que no es de 

aplicación, especialmente por cuanto no contiene pronunciamiento directo y explícito 

sobre el ordenamiento español. Sin embargo ello no es así. El Tribunal de Justicia de la 

UE tiene como uno de sus cometidos interpretar el Derecho de la UE para garantizar que 

se aplique de la misma forma en todos los países miembros y uno de los tipos 

procedimentales es a través de cuestiones prejudiciales (art. 267 del tratado de la UE) 

cuando un órgano jurisdiccional nacional pide al Tribunal de Justicia que interprete un 

punto del Derecho de la UE. En definitiva, con esa sentencia del Tribunal de Justicia de la 

UE se ha interpretado el Derecho de la UE, especialmente la Directiva 93/13/CEE del 

Consejo, de 5 de abril de 1993 (DOCE de 21 de abril de 1993). Ello significa que al ser 

aplicable ese derecho de la UE, en la interpretación dada por el Tribunal de Justicia, 

cualquier cláusula que vaya en contra de esa interpretación no será válida. Quinto.–Con 

base en estos fundamentos interpretativos el título objeto de calificación no se acomoda a 

la Ley 1/2013 partiendo de la base de que el préstamo y su ampliación es para adquisición 

de vivienda habitual y está garantizada sobre la misma vivienda según resulta de la 

cláusula 10.ª: «el hipotecante declara que la finca hipotecada tendrá el carácter de 

vivienda habitual». El nuevo art. 129 de la Ley Hipotecaria (LH), para la venta extrajudicial, 

y el nuevo art. 682 LEC señalan que el valor en que los interesados tasen la finca para 

que sirva de tipo para la subasta debe ser igual para la venta extrajudicial y para el 

procedimiento de ejecución judicial y en ambos supuestos en ningún caso puede ser 

inferior al 75% del valor señalado en la tasación realizada conforme a lo previsto en la Ley 

2/1981, de 25 de marzo de Regulación del Mercado Hipotecario. Se trata, pues, de una 

tasación «realizada conforme» a esa Ley, es decir que debe realizarse por quien pueda 

hacerla y de la manera indicada en esa Ley 2/1981, no que solo se refiera a las hipotecas 

del Mercado Hipotecario. La tasación, y por ende las sociedades de tasación han sido 

objeto de especial preocupación al legislador. En efecto, el Preámbulo de la Ley 1/2013 

se hace eco de reforzar la independencia de las sociedades de tasación y articular un 

mínimo para el valor de tasación que anteriormente no existía. Si atendemos al proceso 

legislativo nos encontramos asimismo con esa preocupación. En efecto, al Proyecto de 

Ley de medidas urgentes para reforzar la protección a los deudores hipotecarios 

(procedente del RD-ley 27/2012, de 15 de noviembre) se le presentaron enmiendas en 

línea con esa preocupación (cfr. la n.º 10 de totalidad de texto alternativo del Grupo 

Parlamentario Socialista –según la enmienda, con la nueva regulación de las tasaciones 
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se intenta corregir situaciones abusivas–; la n.º 113 de igual grupo; la n.º 128 –intenta, 

dice la motivación, solucionar una de las disfunciones más graves que se producen en la 

ejecución y es la posibilidad de considerar dos valores, el de tasación a efectos de 

concesión y el de tasación a efectos procesales de ejecución; con la enmienda se 

proponía que este último no pudiera ser inferior a aquél–; la n.º 166 o la n.º 167, ambas 

del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso. Igualmente se tuvo esa preocupación 

en la Proposición de Ley de regulación de la dación en pago, de paralización de los 

desahucios y de alquiler social. Algún grupo parlamentario presentó enmienda con 

semejante alcance al del citado Proyecto de Ley de medidas urgentes y, además, el valor 

de tasación esta presente en varias enmiendas incluso en alguna con la previsión de una 

nueva tasación (cfr. n.º 18 del Grupo Parlamentario de Unión Progreso y Democracia). 

Como es sabido, se emitió un Informe conjunto por las Ponencias sobre los citados 

Proyectos de Ley y Proposición de Ley con un texto que va a diferir poco al definitivo y, 

lógicamente, recogiendo esa preocupación relativa a la tasación. Es claro que la fijación 

de un nuevo valor de subasta debe, pues, cumplir lo dispuesto en la Ley 1/2013. La 

cuestión se presenta más dudosa cuando el título «reproduce» el valor de tasación que 

ya está inscrito. A juicio de este registrador, salvo que se califique la cláusula de inútil, la 

tasación debe cumplir con la nueva normativa. Ciertamente, cabría entender que al ser 

mera repetición de algo inscrito se trata de un párrafo inútil; sin embargo, no parece que 

este registrador pueda calificar de inútil a una cláusula o estipulación; este registrador 

entiende que todo lo pactado y redactado tiene su significado. Solo los interesados 

pueden decir que han redactado una cláusula inútil. Como antes se ha indicado, la 

Resolución de la DGRN de 18 de febrero de 1991 señala que la reproducción literal 

supone «una ratificación de su contenido con referencia al nuevo marco legislativo». A 

veces hay redacciones que por su generalidad pueden entenderse como inocuas y que, 

no obstante, deben interpretarse dejando de lado su presunta inutilidad. En este sentido 

podría ponerse como ejemplo el artículo estatutario de las sociedades acerca del objeto; 

estaba prácticamente generalizado antes de la reforma societaria de 1989-1990 que 

todos los estatutos enumeraran las actividades concretas de la sociedad y terminaran con 

«y cualquier actividad de lícito comercio». Nada tan inocuo aparentemente pero se 

expulsó de los estatutos pues o no decía nada, y por tanto era inútil, o decía demasiado y 

se podía dedicar a cualquier actividad sin modificación estatutaria. En definitiva, pues, 

atendiendo a la ratio de la norma, o estamos ante una cláusula inútil consideración que 

este registrador no puede indicar por ir contra la lógica y el respeto profesional, o debe 

ajustarse a la nueva normativa. No se toma anotación de suspensión por no haberse 

solicitado. Conforme al artículo 323 de la Ley Hipotecaria queda prorrogado el Asiento de 

Presentación por plazo de sesenta días hábiles a contar desde la fecha de la última 

notificación. Contra esta calificación (...). Madrid, 26 de junio de 2013. El registrador.»

III

La anterior nota de calificación fue recurrida ante la Dirección General de los Registros 

y del Notariado por la notaria autorizante de la escritura calificada, doña María Paz 

Sánchez Sánchez, mediante escrito de fecha 25 de julio de 2013, con arreglo a las 

siguientes alegaciones: «(…) Fundamentos de Derecho. La cuestión controvertida en 

este recurso consiste en determinar si en una escritura de novación y ampliación de 

préstamo hipotecario, cuyo capital es de cuatro mil seiscientos cuarenta y tres euros con 

treinta y ocho céntimos de euro (4.643,38 €), se precisa certificado de tasación, en base a 

los artículos 682 LEC y 129 LH, según la redacción dada por la Ley 1/2013, de 14 de 

mayo, de medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, reestructuración 

de deuda y alquiler social. En la escritura calificada no se modifica el tipo establecido para 

subasta. Se transcribe literalmente la frase contenida en el contrato que se nova. 

Transcripción encuadrada a continuación de la responsabilidad hipotecaria total, la suma 

de la inicial y la ampliación. Primero.–El Registrador realiza un análisis de todo el íter 

legislativo de la Ley 1/2013. Llega a la conclusión de que la «ampliación y modificación de 

un préstamo garantizado con la vivienda habitual... tiene relevante entidad y la lógica c
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interpretación inclina a la tesis de que deba cumplirse exigencias de la nueva normativa 

en la medida que se modifiquen o reproduzcan, si supone una puesta al día, cláusulas del 

anterior clausulado». Realiza una interpretación de la Ley 1/2013 que produce un perjuicio 

al deudor, que ha de sufragar un coste añadido: el de la tasación de la finca hipotecada. 

Consecuencia que trata de evitar toda la legislación tan profundamente analizada por el 

Sr. Registrador. Sin entrar a analizar la doctrina de la interpretación de las leyes, la de 

Registrador no parece conforme con la ratio de la norma aplicada (la Ley 1/2013). «En 

ningún caso basta la interpretación gramatical... toda regla jurídica, aun la de apariencia 

más clara gramaticalmente, requiere una interpretación jurídica conforme a su fin» (De 

Castro, Derecho Civil, I-F, pp. 467-468). «Las normas se interpretarán según el sentido 

propio de sus palabras, en relación con el contexto, los antecedentes históricos y 

legislativos y la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo 

fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquéllas» (art. 3.1 CC). La ratio de la Ley 

1/2013, según se dice en su Preámbulo, es «profundizar en las líneas que se han ido 

desarrollando en los últimos tiempos, para perfeccionar y reforzar el marco de protección 

a los deudores que, a causa de tales circunstancias excepcionales, han visto alterada su 

situación económica o patrimonial y se han encontrado en una situación merecedora de 

protección. A estos efectos se aprueba esta Ley». La tasación profesional, además de ser 

requisito para la movilización del crédito (art. 7 Ley 2/1981, de 25 de marzo, de regulación 

del mercado hipotecario), cumple una doble finalidad. Por un lado, pretende evitar que el 

deudor sea despojado de su finca por un valor alejado del de mercado. Por otro, sirve 

para apreciar la coherencia de la operación a través del ratio capital del préstamo/valor de 

tasación, que en nuestras normas sobre transparencia (Circular 5/2012, del Banco de 

España) se denomina con el anglicismo LTV –Loan to Value– y ratio préstamo-valor de 

tasación (Orden EHA/2899/2011, de 28 de octubre, de transparencia y protección del 

cliente de servicios bancarios). En las denominadas refinanciaciones no procede el 

estudio de este ratio porque el préstamo inicial fue concedido en otros tiempos, 

probablemente sin considerar siquiera el concepto de préstamo responsable, acuñado en 

la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible. Teniendo en cuenta el bien 

jurídico protegido por la Ley 1/2013, que es reforzar el marco de protección de los 

deudores hipotecarios más necesitados, en las novaciones y subrogaciones sólo debería 

exigirse una nueva tasación cuando se reduzca el valor de tasación a efectos de subasta, 

porque perjudica al deudor. Lo que no ocurre en el documento objeto de calificación, cuyo 

valor a efectos de subasta permanece inalterado. Segundo.–Es cierto, como afirma el 

Registrador, que cuando la escritura fue autorizada estaba en vigor la Ley 1/2013. Pero 

también lo es que las normas sustantivas que regulan el contrato de préstamo hipotecario 

(Código Civil y Ley Hipotecaria) no exigen que se realice tasación pericial alguna de la 

finca como requisito para la constitución de la hipoteca. Esta es solo una exigencia de la 

normativa del mercado hipotecario secundario aplicable a aquellos créditos hipotecarios 

que se pretenden movilizar. Por su encuadramiento sistemático, tanto el artículo 682 LEC 

como el 129 LH no impiden autorizar una escritura e inscribirla sin que medie una tasación 

previa, aunque no podría ejecutarse por el procedimiento especial de ejecución judicial ni 

mediante la venta extrajudicial ante notario. Tercero.–Dice el Registrador que «en caso de 

ampliación en cuyo caso, como ha declarado en reiteradas ocasiones la Dirección 

General de los Registros y del Notariado (DGRN), cabe descomponer la hipoteca 

ampliada en dos fracciones, una la preexistente y otra la resultante de la ampliación (por 

todas Res. 12 de mayo de 2011)». Así es, pero precisamente la Resolución que cita 

establece «a título meramente informativo, sin trascendencia real hipotecaria, se pueden 

adicionar ambas responsabilidades hipotecarias… Por eso es correcta la cláusula novena 

del título, ya que –como señaló la Resolución de 10 de octubre de 2006– es conveniente 

tras la especificación de la parte de responsabilidad hipotecaria correspondiente al 

préstamo inicial y a la parte ampliada del mismo, consignar la total resultante por la suma 

de ambas. Aunque su omisión no es obstáculo a la inscripción dado que es el resultado 

de una mera suma aritmética entre ambas cifras de responsabilidad hipotecaria». La 

cláusula que califica el Registrador, la octava de la escritura, es precisamente la que 
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contiene la suma de responsabilidades hipotecarias (la inicial y la ampliación) en los 

mismos apartados y con la misma redacción que en la hipoteca que se nova y figura un 

apartado 5, igual que en la hipoteca inicial, donde consta el valor para subasta. Es 

importante destacar que no se señala el valor para subasta en el Apartado de ampliación 

de la responsabilidad hipotecaria, sino en el de la suma total, el de la mera suma 

aritmética, según el Centro Directivo. En resumen, no se introduce ni se ratifica cláusula 

alguna referente al valor para subasta, sino que a título meramente informativo, sin 

trascendencia real hipotecaria, se incorpora la cláusula de responsabilidad hipotecaria 

total, la suma de la inicial y la ampliación, en cinco apartados. El quinto y último contiene 

el valor de tasación para subasta. Si no se transcribiera dicho valor, la escritura resultaría 

menos clara».

IV

El registrador emitió informe el día 2 de agosto de 2013, ratificándose íntegramente 

en el contenido de la nota de calificación impugnada, y remitió el expediente a este Centro 

Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 1857 y 1860 del Código Civil; 12, 24, 104, 115, 122, 123, 129 y 

144 y siguientes de la Ley Hipotecaria; 637 a 639 y 682 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 

la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la protección a los deudores 

hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social; los artículos 5 y 7 de la Ley 

2/1981, de 25 de marzo, de regulación del Mercado Hipotecario; 3 a 12 del Real Decreto 

716/2009, de 24 de abril, por el que se desarrollan determinados aspectos de la Ley 

2/1981, de 25 de marzo, de regulación del mercado hipotecario y otras normas del 

sistema hipotecario y financiero; las Sentencias del Tribunal Supremo de 14 de enero de 

1924, 24 de marzo de 1993 y 8 de julio de 2003; y las Resoluciones de la Dirección 

General de los Registros y del Notariado de 17 de marzo de 1969, 2 de abril de 1986, 12 

de febrero de 1988, 27 de marzo de 1989, 16 y 17 de junio de 2000, 22 de marzo y 26 de 

mayo de 2001, 17 de enero, 30 de abril, 8 de junio y 3 de julio de 2002, 10 de agosto y 10 

y 13 de octubre de 2006, 1 de diciembre de 2008, 14 de marzo y 29 de junio de 2009, 12 

de mayo de 2011, 12 de enero y 22 de noviembre de 2012 y 10 de enero, 4 y 7 de febrero 

y 13 de septiembre de 2013.

1. La cuestión que ha de resolverse en el presente recurso es la de si es inscribible 

la escritura calificada por la que se procedió a novar un préstamo hipotecario en su día 

formalizado, modificando el tipo de interés y ampliando también el capital inicialmente 

prestado así como la responsabilidad hipotecaria, y en la que se hace constar como 

tasación para que sirva de tipo de subasta la misma que ya figuraba en la escritura de 

constitución, y si es necesario acreditar mediante la correspondiente certificación la 

tasación de la finca a que se refiere el artículo 682.2.1.º de la Ley de Enjuiciamiento Civil 

como requisito de la escritura de constitución de hipoteca para la ejecución directa según 

la nueva redacción dada por la Ley 1/2013, de 14 de mayo, como exige el registrador en 

su nota calificadora, o si, como entiende el recurrente, dicha exigencia no es aplicable al 

presente supuesto en que no se constituye una hipoteca nueva, ni se modifica el tipo de 

subasta ya fijado en la inicial escritura de constitución inscrita en el Registro.

2. Para la tramitación del procedimiento de ejecución directa sobre bienes 

hipotecados es necesario que los interesados fijen en la escritura de constitución de la 

hipoteca el precio en que tasan la finca para que sirva de tipo en la subasta (artículo 682.2, 

número 1, de la Ley de Enjuiciamiento Civil). Dado el carácter constitutivo de la inscripción 

de la hipoteca el procedimiento de ejecución hipotecaria se desarrolla sobre la base de 

los pronunciamientos registrales. Por ello el tipo para subasta no sólo se hace constar en 

la escritura de constitución de la hipoteca, sino también en la propia inscripción causada 

por aquélla (artículo 130 de la Ley Hipotecaria).
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Esta exigencia permite, a través de la publicidad registral, dar a conocer el tipo de 

partida de la subasta a los postores que intervengan en la misma, así como a los terceros 

poseedores o adquirentes posteriores de la finca hipotecada a quienes no resulta 

indiferente tal circunstancia, toda vez que en caso de ejecución de la hipoteca lo que les 

corresponde es un derecho al eventual sobrante que haya quedado, lo que puede estar 

determinado en cuanto a su cuantía, especialmente en caso de subastas celebradas con 

escasa concurrencia de licitadores, por el tipo fijado para la subasta (artículo 692 de la 

Ley de Enjuiciamiento Civil).

El precio o tipo de subasta lo establecen libremente «los interesados» según prevé el 

citado artículo 682.1, número 2, de la Ley de ritos. Por tales interesados deben entenderse 

obviamente acreedor y deudor, pero también deben considerarse aludidos por tal 

expresión los hipotecantes no deudores o fiadores reales que, en caso de existir, no 

desplazan en la toma de tal decisión a los deudores personales, sino que concurren 

conjuntamente con los mismos y con el acreedor en su adopción, ya que, como ha 

señalado la doctrina, se trata de una exigencia establecida en méritos de la satisfacción 

de una encrucijada de intereses, en parte contrapuestos y en parte convergentes: el del 

acreedor de evitar que un tipo excesivamente elevado dificulte la realización del bien, el 

del deudor de evitar que un tipo excesivamente bajo deje la deuda perseguida en parte 

insatisfecha con mantenimiento de la acción de responsabilidad personal del acreedor 

por la diferencia, y el interés del fiador real de establecer un precio que favorezca la 

existencia del mayor sobrante posible tras la aprobación del remate.

La doctrina ha destacado unánimemente la utilidad de esta previsión legal sobre la 

fijación por los interesados del valor en que tasan la finca hipotecada para que sirva de 

tipo de subasta, que fue certeramente apreciada y perseguida de propósito por el 

legislador en la reforma de la Ley Hipotecaria de 1909. En efecto, la finalidad de la norma 

comentada es la de evitar la necesidad del trámite de tasación pericial o avalúo 

establecido por la Ley de Enjuiciamiento Civil dentro de la fase de apremio del 

procedimiento de ejecución común (artículos 637 a 639 de la Ley de Enjuiciamiento Civil). 

Por tanto, se trata de preordenar una determinación que en caso de ejecución será 

necesaria en todo caso, con el objeto de agilizar y dar rapidez al trámite ejecutivo.

Ahora bien, igualmente se ha señalado antes de la reciente reforma de 2013 que esta 

simplificación procesal no está exenta de ciertos inconvenientes, destacando que la falta 

de rigor y objetividad en la determinación del precio de subasta, en atención al carácter 

más o menos improbable de la ejecución, puede producir desfases en relación al valor 

real de la finca hipotecada, que pueden perjudicar al deudor, como por ejemplo en los 

supuestos en que el precio en que se tasa la finca para subasta se hace coincidir con el 

importe del capital del préstamo o con la suma de las responsabilidades garantizadas y 

estos importes se sitúan claramente por debajo del valor real de la finca. Es cierto que lo 

que se les pide a los interesados no es la averiguación intuitiva del valor real de la finca 

hipotecada, ya que precisamente se trata de eludir una valoración pericial de la misma, 

sino de establecer un precio de salida para la subasta. Posteriormente será la dinámica 

propia de la subasta la que conduzca a la fijación del valor real a través de mecanismo de 

la oferta en concurrencia. Por ello, si el tipo resultó demasiado bajo la subasta generará 

las elevaciones correspondientes, y si resultó demasiado alto también serán las pujas 

presentadas en la subasta las que lo corregirán.

3. Este planteamiento, que está en la base del criterio legal en que se fundamenta el 

artículo 682.1, número 2, de la Ley de Enjuiciamiento Civil, responde a la idea de que, 

como señala la doctrina, el valor de una cosa, como en el caso de los bienes inmuebles, 

están sujetos a oscilaciones en el tiempo, según las circunstancias del mercado en 

función de los parámetros generales de la economía, como los tipos de interés, la tasa de 

ahorro, el aumento o disminución de la población en el lugar de situación del inmueble, la 

rentabilidad comparativa con otras inversiones alternativas al mercado inmobiliario, etc. Y 

todo ello sin contar con la posibilidad de mutaciones en la situación física o jurídica de la 

finca durante el período intermedio entre la constitución de la hipoteca y su ejecución 

(nuevas construcciones, mejoras o deterioros sobre la finca, extinción de un arrendamiento 
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sobre la finca, etc.). Este entendimiento del tema ha sido confirmado por la jurisprudencia 

del Tribunal Supremo que en su Sentencia de 24 de marzo de 1993 señala que «el precio 

de salida es inmodificable… y sirve de base para la aprobación del remate o posibles 

rebajas posteriores, pero nunca es reflejo del total valor real de la cosa que será el que 

tenga (subjetiva u objetivamente) el día del remate para los licitadores, a cuyo efecto será 

el criterio del licitador el que formará la determinación de su voluntad. Las cosas 

hipotecadas son susceptibles de cambios, aumentos o disminuciones de valor (accesiones 

por edificación o planta, destrucciones, etc). Le incumbe, pues, al licitador ver, investigar; 

en definitiva, informarse para concurrir a la subasta». Resulta ello coherente con lo que 

ya antes había afirmado el Alto Tribunal en su Sentencia de 14 de enero de 1924 en la 

que atribuye a la señalización del tipo el carácter de mero requisito procesal sin que 

necesariamente deban influir sobre el mismo otras valoraciones por objetivas que puedan 

ser, como sería el caso de las proporcionadas por el Catastro. Así lo ha venido 

entendiendo también este Centro Directivo desde la clásica Resolución de 4 de diciembre 

de 1929, según la cual «el precio debe entenderse, no como valor real de la finca 

determinado por los medios técnicos y en atención a las características económicas del 

inmueble, sino como cantidad que ha de servir en su día de base a las posturas de los 

licitadores, habida cuenta de la obligación que los mismos contraen de aceptar las cargas 

o gravámenes anteriores y los preferentes al crédito del actor y subrogarse en las 

responsabilidades correspondientes».

4. Como se ha indicado anteriormente el precio o tipo para subasta lo fijan libremente 

los interesados. Ahora bien, esta libertad ya antes de la reforma introducida por la Ley 1/2013 

estaba limitada por las exigencias impuestas por la legislación del mercado hipotecario 

para el caso de que el crédito hipotecario se pretenda utilizar como cobertura de una 

emisión de títulos hipotecarios, es decir para su movilización a través del mercado 

hipotecario secundario. En estos casos se deberá garantizar el cumplimiento de la norma 

establecida por el artículo 8 del Real Decreto 716/2009, de 24 de abril, por el que se 

desarrollan determinados aspectos de la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de regulación del 

mercado hipotecario y otras normas del sistema hipotecario y financiero –concordante 

con el artículo 5 de esta última Ley–, que impone que el tipo de subasta para el supuesto 

de ejecución será necesariamente, como mínimo, dicha valoración, la de tasación. En 

efecto, el citado artículo 8 establece lo siguiente: «1. Los bienes inmuebles por naturaleza 

sobre los que recaiga la hipoteca deberán haber sido tasados con anterioridad a la 

emisión de títulos por los servicios de tasación de la entidad financiera prestamista o de 

entidades homologadas, con arreglo a lo que dispone este Real Decreto». Dicha tasación, 

añade la norma, tiene por objeto estimar de forma adecuada el precio que pueden 

alcanzar aquellos bienes de manera que su valor se constituya en garantía última de las 

entidades financieras y de los ahorradores que participen en el mercado. En cuanto a la 

forma de documentar la tasación y su reflejo registral, el apartado 2 del mismo precepto 

establece que «la tasación se acreditará mediante certificación de los servicios 

correspondientes y si se hubiera practicado antes del otorgamiento de la escritura de 

constitución de la hipoteca, se hará constar en dicha escritura y en la inscripción de la 

misma en el Registro de la Propiedad. En este caso, el tipo de subasta para el supuesto 

de ejecución de la hipoteca será necesariamente, como mínimo, dicha valoración».

La tasación impuesta por el artículo 8 del citado Real Decreto 716/2009, de 24 de 

abril, no constituye, por tanto, una exigencia establecida con carácter general para todo 

tipo de hipotecas, sino exclusivamente en relación con aquellas que se constituyan 

conforme a la normativa del mercado hipotecario y que, por consiguiente, podrán servir 

de base y cobertura para la emisión de títulos hipotecarios. En estos casos los cedulistas, 

bonistas o partícipes titulares de la emisión tienen como garantía de sus títulos la cartera 

de créditos hipotecarios de la entidad emisora que cumplan las condiciones legales, y 

para que esta garantía sea solvente la legislación referida del mercado hipotecario 

establece una serie de cautelas. Así, entre otros requisitos, los préstamos y créditos que 

se utilicen en dicha cobertura deberán estar garantizados con primera hipoteca sobre el 

pleno dominio, no exceder su importe del sesenta u ochenta por ciento, según los casos, 
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del valor de la finca resultante de la tasación, no recaer la hipoteca sobre cuotas indivisas 

del dominio, sino sobre la totalidad de éste, y encontrarse dicho dominio libre de todo tipo 

de condiciones, prohibiciones o limitaciones de todo tipo (cfr. artículos 3 a 12 del Real 

Decreto 716/2009, de 24 de abril).

Pues bien, como uno más de los elementos de garantía y solvencia de la cartera de 

créditos establecidos a favor de los inversores en títulos hipotecarios se impone que el 

tipo para subasta no sea inferior en ningún caso al valor de tasación de la finca, extremo 

que ha de calificar el registrador con rigor, ya que afecta no sólo a las partes contratantes, 

sino también a los suscriptores de los títulos hipotecarios del mercado secundario. Pero 

es ésta, como se ha dicho, una exigencia restringida a los supuestos en que se constituye 

la hipoteca con sujeción a la mencionada normativa del mercado hipotecario. Como 

afirmó este Centro Directivo en sus Resoluciones de 16 y 17 de junio de 2000 y 22 de 

marzo de 2001, la tasación a efectos del mercado hipotecario es un requisito previo a la 

emisión de los valores garantizados, pero no para la constitución previa de la hipoteca, lo 

que no impide que se realice antes de este momento, en cuyo caso se prevé su constancia 

y control registral. Ahora bien, el hecho de que dicha tasación no sea necesaria para la 

constitución de la hipoteca no es obstáculo para entender que, si efectivamente se ha 

hecho, su constancia en la inscripción de la hipoteca sólo es admisible sobre la base del 

certificado en que conste la tasación, pues la mera manifestación de su existencia no 

acreditada carece por sí sola de toda relevancia registral. Estamos aquí en presencia de 

una cautela básica en orden a prevenir situaciones de sobretasación, lo cual requiere 

expertización e independencia en las valoraciones, objetivo asumido por la reforma 

operada por la Ley 41/2007, de 7 de diciembre, así como certeza en los resultados a 

través de un sistema de acreditación documental por medio de las oportunas 

certificaciones.

5. En definitiva, hasta la reforma introducida por la Ley 1/2013, de 14 de mayo, la 

tasación de la finca hipotecada realizada de conformidad con la Ley 2/1981, de 25 de 

marzo, respondía a un doble objetivo encaminado, en primer lugar, a garantizar el 

cumplimiento de los límites impuestos al importe de los créditos que puedan servir de 

garantía a las emisiones de cédulas o bonos hipotecarios (límites fijados en un porcentaje 

sobre el valor de los inmuebles hipotecados en su garantía o «loan to value») y, en 

segundo lugar, a asegurar que el tipo de subasta, a través de la que se obtiene la 

realización del valor del bien, no sea inferior a dicha tasación (vid. artículo 5 de la citada 

Ley 2/1981, de 25 de marzo). Ese doble objetivo estaba destinado a la protección de los 

inversores en el mercado hipotecario, de forma que la recuperación de su inversión y del 

cobro de su remuneración financiera quedase garantizado. Pero la tasación realizada 

conforme a las exigencias del mercado hipotecario debía beneficiar también al deudor al 

prevenir situaciones de sobreendeudamiento, evitando en ciclos expansivos la indebida 

incorporación a la tasación de meras expectativas de futuras revalorizaciones. Mejorar 

este último aspecto, al reforzar los mecanismos que garantizan la independencia de las 

entidades tasadoras respecto de las entidades de crédito fue uno de los objetivos de la 

Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, en la que se incluyen normas 

tendentes a prevenir tales situaciones de sobreendeudamiento (vid. artículo 29), 

facultando además al Ministro de Economía y Hacienda para aprobar las normas 

necesarias para garantizar un nivel adecuado de protección a los usuarios de servicios 

financieros, en relación, entre otros, con los siguientes aspectos: 1.º la relación entre los 

ingresos de los consumidores y los compromisos financieros que adquieran («loan to 

income»); y 2.º la adecuada e independiente valoración de las garantías inmobiliarias que 

aseguren los préstamos de forma que se contemplen mecanismos que eviten las 

influencias indebidas de la propia entidad o de sus filiales (habilitación que fue ejecutada 

mediante la Orden EHA/2899/2011, de 28 de octubre, del Ministerio de Economía y 

Hacienda, de Transparencia y Protección del Cliente de Servicios Bancarios). La Ley 

1/2013, de 14 de mayo, ha vuelto a regular esta materia tratando de reforzar aún más la 

independencia de las entidades tasadoras (vid. artículo 4).
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6. Pero estas normas, en caso de que la hipoteca no se incluya en la cartera de los 

créditos de cobertura de emisiones hipotecarias, no amparaban a los usuarios de los 

servicios financieros del peligro inverso al de la sobretasación del bien dado en garantía, 

esto es, del riesgo que representa la situación contraria de la infravaloración del bien al 

fijar el precio de tasación a efectos de subasta, situación que en los ciclos económicos de 

crisis y de contracción de la demanda inmobiliaria como el actual, puede llegar a traducirse 

en un quebranto patrimonial relevante para el deudor ejecutado. Así resulta del hecho de 

que en los casos –hoy no infrecuentes– de subasta desierta por falta de licitadores, la 

finca hipotecada se adjudique al acreedor por un valor resultante de la aplicación de 

ciertos porcentajes (cincuenta o setenta por ciento, según se trata de vivienda habitual o 

no) sobre el valor de tasación para subasta fijado en la escritura de constitución (cfr. 

artículo 671 de la Ley de Enjuiciamiento Civil). De poco sirve que el Real Decreto-

Ley 8/2011, de 1 de julio, elevase el antiguo porcentaje del cincuenta al sesenta por ciento 

(que la disposición adicional sexta de la Ley de Enjuiciamiento Civil, introducida por la 

Ley 37/2011, de 10 de octubre, de medidas de agilización procesal, restringió a las 

viviendas habituales del deudor), o que la Ley 1/2013 eleve nuevamente dicho porcentaje 

hasta el setenta por ciento, si la base sobre la que esos porcentajes se aplican carecen 

de toda correlación con el valor real del bien hipotecado y subastado. Y lo mismo sucede 

en el caso de adjudicación de la finca al acreedor por ser la mejor postura inferior al 

setenta por ciento y no poder el deudor presentar tercero que la mejore (cfr. artículo 670 

de Ley de Enjuiciamiento Civil).

Frente a este riesgo de descapitalización del deudor generado por la citada laguna, 

sale al paso la citada Ley 1/2013, de 14 de mayo, al imponer ahora para toda hipoteca 

(destinada o no a servir de cobertura a una emisión de títulos hipotecarios), como requisito 

legal para poder ejercitar la acción real hipotecaria por la vía del procedimiento de 

ejecución directa o de la venta extrajudicial, la doble condición de que la finca haya sido 

previamente tasada conforme a la Ley reguladora del mercando hipotecario y que el valor 

de tasación a los efectos de la subasta no sea inferior al setenta y cinco por ciento de la 

realizada conforme a la citada legislación. Para ello, a través de su artículo 7, da nueva 

redacción al artículo 682.2, número 1, de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que en su nueva 

versión dispone: «2. Cuando se persigan bienes hipotecados, las disposiciones del 

presente Capítulo se aplicarán siempre que, además de lo dispuesto en el apartado 

anterior, se cumplan los requisitos siguientes: 1.º Que en la escritura de constitución de la 

hipoteca se determine el precio en que los interesados tasan la finca o bien hipotecado, 

para que sirva de tipo en la subasta, que no podrá ser inferior, en ningún caso, al 75 por 

cien del valor señalado en la tasación realizada conforme a las disposiciones de la 

Ley 2/1981, de 25 de marzo, de Regulación del Mercado Hipotecario». En el mismo 

sentido se modifica el artículo 129 de la Ley Hipotecaria que tras la reforma establece: «2. 

La venta extrajudicial se realizará ante Notario y se ajustará a los requisitos y formalidades 

siguientes: a) El valor en que los interesados tasen la finca para que sirva de tipo en la 

subasta no podrá ser distinto del que, en su caso, se haya fijado para el procedimiento de 

ejecución judicial directa, ni podrá en ningún caso ser inferior al 75 por cien del valor 

señalado en la tasación realizada conforme a lo previsto en la Ley 2/1981, de 25 de 

marzo, de Regulación del Mercado Hipotecario». Como subraya el Preámbulo de la citada 

Ley 1/2013, anteriormente no existía ningún límite para el tipo de subasta, pudiendo 

fijarse en cifras muy inferiores al valor real del bien. Con la nueva regulación se evita que 

se puedan dar situaciones como las que originaron los litigios que dieron lugar a la 

Sentencia del Tribunal Supremo de 8 de julio de 2003 en la que, con arreglo al marco 

legal entonces vigente, descartó la existencia de enriquecimiento injusto compensable 

incluso cuando la divergencia entre el precio de tasación y el de adjudicación sea notable, 

«ni siquiera en un supuesto en que se reconoció que el precio del remate a favor de la 

entidad concedente fue irrisorio y absolutamente desproporcionado». Resultado que, 

amplificado en su dimensión real y cuantitativa por la actual situación económica, repugna 

a la conciencia social, y será evitado en lo sucesivo por obra del legislador de la 

Ley 1/2013, de 14 de mayo.
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Queda fuera de duda, por tanto, que para poder inscribir los pactos de ejecución 

directa sobre bienes hipotecados o el pacto de venta extrajudicial en las escrituras de 

constitución de hipotecas, o en otras posteriores en que se pretenda incluir dichos pactos, 

resulta imprescindible que se le acredite al registrador, a través de la certificación 

pertinente, la tasación de la finca hipotecada «realizada conforme a lo previsto en la 

Ley 2/1981, de 25 de marzo, de regulación del Mercado Hipotecario», y que el valor (o 

precio) en que los interesados tasen la finca para que sirva de tipo en la subasta no sea 

inferior, en ningún caso, al setenta y cinco por ciento del valor señalado en la tasación 

realizada conforme a la citada Ley. Las normas transcritas que así lo establecen tienen 

carácter imperativo, inderogable por la voluntad de las partes, por lo que su infracción 

pararían en la nulidad de la estipulación que incurriesen en tal infracción, lo que la 

inhabilita para su acceso al Registro de la Propiedad (cfr. artículo 18 de la Ley Hipotecaria) 

y, por tanto, para permitir el ejercicio de la acción hipotecaria por tales vías procedimentales 

(cfr. artículo 130 de la Ley Hipotecaria).

7. A la vista de las anteriores consideraciones, se plantea la cuestión de si la 

exigencia de certificación de tasación de la finca es aplicable a los supuestos de novación 

y ampliación de la hipoteca existente por incremento de la cuantía del préstamo. Y la 

contestación, atendiendo a la legislación vigente, tiene que ser necesariamente negativa. 

El artículo 682.2.1.º de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en la redacción dada por la Ley 

1/2013, de 14 de mayo, establece como uno de los requisitos para la aplicación del 

procedimiento de ejecución directa «que en la escritura de constitución de hipoteca se 

determine el precio en que los interesados tasan la finca o bien hipotecado, para que 

sirva de tipo en la subasta, que no podrá ser inferior, en ningún caso, al 75 por cien del 

valor señalado en la tasación realizada conforme a las disposiciones de la Ley 2/1981, de 

25 de marzo, de Regulación del Mercado Hipotecario».

El precepto se refiere únicamente a la «escritura de constitución de hipoteca» por lo 

que no puede extenderse a otros actos otorgados con posterioridad durante la vida de la 

hipoteca, ni se exige tampoco su actualización en ningún caso. La referencia literal a la 

«escritura de constitución» es más significativa teniendo en cuenta que la legislación 

hipotecaria distingue perfectamente entre los títulos de constitución de los derechos 

reales y los demás títulos de reconocimiento, transmisión y modificación de los mismos, 

según resulta de la enumeración del artículo 2.2 de la Ley Hipotecaria al diferenciar los 

títulos de constitución de otros de reconocimiento, modificación transmisión y extinción y 

resulta también del propio Código Civil, que en el artículo 1880 se refiere a lo relativo a la 

«constitución, modificación y extinción» de la hipoteca, como supuestos distintos, lo que 

confirma el artículo 144 de la Ley Hipotecaria regulando la modificación de la obligación 

hipotecaria anterior, como supuesto diferente de la constitución de hipoteca contemplada 

en el siguiente artículo 145 de la misma, por lo que la referencia específica a la 

«constitución» de la hipoteca en el artículo 682.2.1.º de la Ley de Enjuiciamiento Civil no 

incluye el supuesto diferente de la modificación en diferentes variantes, entre ellas la 

mera novación modificativa, ni tampoco la ampliación del préstamo o crédito con paralelo 

incremento de la responsabilidad hipotecaria. Siendo ello así, y dado que respecto de 

venta extrajudicial del bien hipotecado, conforme al artículo 1858 del Código Civil, «el 

valor en que los interesados tasen la finca para que sirva de tipo en la subasta no podrá 

ser distinto del que, en su caso, se haya fijado para el procedimiento de ejecución judicial 

directa» (cfr. artículo 129.2.a de la Ley Hipotecaria), idéntica solución se ha de aceptar en 

esta materia en caso de que la acción hipotecaria se ejercite mediante la venta 

extrajudicial del bien hipotecado.

Por tanto, la referencia a la «constitución» no solo por la interpretación literal del 

término, sino también atendiendo a su contexto y a la significación jurídica del mismo, 

inclina a la solución de no ser exigible el certificado de tasación en otros actos distintos de 

la constitución de hipoteca. Ello naturalmente siempre que, con motivo de esos otros 

actos, no se modifique expresamente el valor de tasación contenido en la escritura de 

constitución, pues en tal caso, la modificación de la escritura de constitución en ese 

aspecto concreto determinaría que fuese necesario que se acompañase el certificado de 
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tasación, pues entonces se estaría modificando expresamente uno de los elementos 

previstos en la escritura de constitución, que requeriría en tal caso que se cumplieran los 

requisitos relativos al valor de subasta cuando éste se modifica. Y lo mismo cabe decir en 

el supuesto de que el pacto de ejecución judicial directa o extrajudicial no figurase en la 

escritura de constitución inicial y se integrase en la configuración del derecho real de 

hipoteca con ocasión de una novación o ampliación posterior, pues en tales supuestos el 

derecho al ejercicio de la acción hipotecaria por las vías judicial o extrajudicial previstas 

en el artículo 129 de la Ley Hipotecaria surge en un momento ya posterior a la entrada en 

vigor de la Ley 1/2013 y, por tanto, sujeta a sus requisitos específicos.

Pero en el presente supuesto el pacto de ejecución ya figuraba en la original escritura 

de constitución, y no hay modificación alguna del valor de tasación inicial, sino que 

continúa invariable como en aquella escritura de constitución, siendo indiferente, según 

los casos, que en la escritura de novación o ampliación se haga una remisión a la escritura 

de constitución en cuanto a las demás cláusulas no modificadas, entre ellas la del valor, o 

que se exprese una cifra de valor coincidente con el que figuraba en la escritura de 

constitución, que es lo que ocurre en el presente caso y que produce el mismo efecto que 

si hubiera habido una remisión a la escritura inicial, pues en ambos casos, el valor sigue 

siendo el de la escritura de constitución sin modificación alguna en este punto.

En consecuencia, constando ya el valor de tasación para subasta en la escritura de 

constitución y en la inscripción constitutiva determinante del nacimiento del derecho real 

de hipoteca y no habiéndose modificado dicho valor en la escritura de novación y 

ampliación del préstamo hipotecario, procede considerar que no es exigible en este caso 

el certificado de tasación.

8. Por lo que se refiere a la alegación del registrador en la nota calificadora de la 

doctrina de este Centro Directivo sobre la naturaleza de la ampliación del préstamo o 

crédito hipotecario como una segunda hipoteca, presuponiendo que ello implica una 

equiparación de la ampliación con la constitución a efectos de exigir el certificado de 

tasación tanto en uno como en otro caso, partiendo de que toda ampliación implica un 

fraccionamiento de la responsabilidad hipotecaria en dos partes, una la de la constitución 

propiamente dicha y otra la de la ampliación, viniendo a equipararse esta última a una 

segunda hipoteca que exigiría los mismos requisitos que la primera y por tanto, con 

sujeción a la necesidad de aportar el certificado de tasación del valor, es cierto que de 

acuerdo con la doctrina de este Centro Directivo (vid. Resoluciones citadas en los 

«Vistos»), en las llamadas ampliaciones de préstamo hipotecario con incremento de 

responsabilidad hipotecaria: a) frente a terceros –situación concursal (cfr. artículos 71 

y 73 de la Ley Concursal) o la aparición de otro acreedor con título fehaciente de fecha 

intermedia (cfr. artículo 1924.3.a) en relación con el 1929 del Código Civil), etc.– habrá de 

entenderse que existen dos obligaciones, y b) en relación con el derecho real de hipoteca, 

sus efectos, en definitiva, son los mismos que si hubiera dos hipotecas, cada una con su 

rango, no una sola con dos responsabilidades distintas, cada una con su propia 

preferencia, pues esto último contradice su indivisibilidad legal (artículo 1860 del Código 

Civil) y exigencia de prioridad única, con la consiguiente confusión al dar la apariencia de 

que la ampliación del crédito original goza de una garantía de igual rango al que tenía 

inicialmente.

Pero es igualmente cierto que, al margen de estos supuestos de concurrencia de 

cargas o de créditos intermedios, que impone la solución indicada por exigencia de los 

principios de prioridad y de indivisibilidad de la hipoteca, y de las normas imperativas 

sobre concurrencia y prelación de créditos, en los citados supuestos de ampliaciones de 

préstamo hipotecario con incremento de responsabilidad hipotecaria, lo querido 

comúnmente por las partes es la subsistencia de la obligación inicial aunque ampliado su 

contenido u objeto, quedando por tanto excluido cualquier ánimo novatorio con alcance 

extintivo (cfr. artículo 1204 del Código Civil). Tampoco puede apreciarse una clara 

incompatibilidad entre la obligación preexistente y la que surge de su ampliación ya que 

conduciría al mismo resultado pues, excepción hecha del quantum, no hay variación en 

sus elementos esenciales, ni se ha producido una renovación del contrato que le dio vida 
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(cfr. Resoluciones de 17 de enero de 2002 y 14 de marzo de 2009). Por tanto, entre las 

partes contratantes han de primar los efectos de su voluntad que es establecer un único y 

uniforme régimen jurídico contractual para la obligación resultante o, si se quiere, para la 

total deuda resultante de la acumulación de dos obligaciones, unificando su pago a los 

efectos previstos en el artículo 1.169 del Código Civil, régimen convenido cuyos efectos 

vincularán también a sus causahabientes o a cualquiera que voluntariamente quiera 

asumir el pago de la deuda.

En definitiva, la doctrina de este Centro Directivo no equipara a todos los efectos 

legales la ampliación de responsabilidad hipotecaria con la constitución de una segunda 

hipoteca, equiparación que se ha realizado principalmente a efectos del rango o 

preferencia de la ampliación cuando existan acreedores o titulares intermedios. Pero sin 

haber llegado a extender dicha equiparación respecto a los requisitos de la ejecución 

procesal, pues la diferencia entre ambos supuestos es muy clara y determina igualmente 

que no pueda aplicarse a la ampliación la normativa de la constitución en este aspecto 

relativo a la tasación para subasta, pues daría lugar a consecuencias ilógicas, 

especialmente en un supuesto como el presente en que por voluntad de las partes, a la 

vista de los términos concretos en que se ha pactado la novación, que ha dado como 

resultado el establecimiento de un único y uniforme régimen jurídico contractual para la 

obligación resultante o, si se quiere, para la total deuda resultante de la acumulación de 

dos obligaciones, lo que lleva, de la mano de principio de accesoriedad, a admitir que la 

hipoteca, en tanto que derecho real que atribuye a su titular el ius distrahendi o derecho a 

provocar la enajenación forzosa sobre la cosa dada en garantía, en caso de incumplimiento 

de la obligación garantizada, procesalmente actuará, en vía de principios, de forma 

unitaria, lo que implica una tasación igualmente única (pues no puede coexistir 

simultáneamente y para una única ejecución y una misma subasta dos tasaciones o tipos 

de subastas distintos, la inicialmente fijada en la escritura de constitución y la 

posteriormente resultante de la tasación realizada conforme a la legislación de mercado 

hipotecario y con ocasión de la ampliación).

La ejecución unitaria y por un solo valor de tasación en caso de constitución de 

hipoteca y ampliación posterior no impide, no obstante, que se puedan producir efectos 

especiales en cuanto al rango o preferencia, pues a tales efectos, sí será necesario 

distinguir el rango o preferencia de la hipoteca y de su ampliación respecto a titulares 

intermedios inscritos o para supuestos de hipotecas tácitas o en situación de concurso, 

pero ello es diferente de los efectos unitarios del valor de tasación de subasta para la 

ejecución.

9. Respecto a las cuestiones de Derecho transitorio a las que se refiere también la 

nota calificadora, los porcentajes establecidos a partir de la nueva Ley 1/2013, respecto al 

valor de tasación, son aplicables a los procesos que se inicien a partir de la entrada en 

vigor de la Ley e incluso a los que estén ya en curso. Pero, en cambio, los nuevos 

requisitos previstos respecto a la escritura de constitución de hipoteca no son aplicables a 

las hipotecas que ya están constituidas con anterioridad, pues ninguna disposición 

transitoria lo establece así (cfr. disposiciones transitorias 1.ª, 2.ª, 4.ª y 5.ª de la Ley 1/2013, 

de 14 de mayo), lo que sería, además, perturbador pues implicaría que todas las hipotecas 

constituidas con anterioridad tendrían que modificarse en cuanto al valor de tasación para 

incorporar la certificación de tasación de la regulación del mercado hipotecario, lo que ni 

está previsto legalmente ni concuerda tampoco con la necesaria reducción de costes en 

esta materia, ni con la propia naturaleza de los procedimientos de ejecución directa y de 

venta extrajudicial, en los que no hay previsión legal alguna de valoración o avalúo pericial 

de la finca para subasta como requisito dentro del proceso ni siquiera a efectos de su 

iniciación, porque el legislador parte de la valoración de la escritura de constitución, a 

diferencia del procedimiento de ejecución ordinaria en que existe un trámite dentro del 

mismo proceso para el avalúo de los bienes, lo que es incompatible con la mayor 

simplicidad y la base registral del procedimiento de ejecución directa y del extrajudicial, 

que constituyen el fundamento de su regulación y de las diferencias de estos 

procedimientos con el de ejecución ordinaria.
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Por lo expuesto, esta Dirección General ha acordado estimar el recurso y revocar la 

calificación registral.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir mediante demanda 

ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la provincia del lugar donde radica el inmueble 

en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo de aplicación las normas del juicio 

verbal, todo ello conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 29 de octubre de 2013.–El Director General de los Registros y del Notariado, 

Joaquín José Rodríguez Hernández.
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